CUESTIONARIO
La resolución 24/20 del Consejo de Derechos Humanos pidió a la Experta Independiente sobre el disfrute de todos los derechos humanos por las personas de edad evaluar las consecuencias en materia de derechos humanos de la aplicación del Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento (PAIME).
El PAIME fue aprobado por la Segunda Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento en 2002. Este plan requiere que los Estados adopten medidas sobre el envejecimiento de la población con el fin de lograr una sociedad para todas las edades e incorporen la perspectiva de la vejez en las agendas nacionales y globales de desarrollo. El Plan contiene recomendaciones para la acción en tres direcciones prioritarias: (i) las personas de edad y el desarrollo; (ii) la promoción de la salud y el bienestar en la vejez; y (iii) crear entornos emancipadores y propicios. Esas direcciones prioritarias se subdividen en temas, objetivos y acciones específicos.

La Experta Independiente preparó el cuestionario que se adjunta con el objetivo de recopilar información para examinar si la aplicación del PAIME ha mejorado el disfrute de todos los derechos humanos por las personas de edad o si ha tenido un impacto negativo y qué derechos se han visto afectados. Asimismo, se pretende identificar las mejores prácticas y los desafíos encontrados por los Estados miembros en la aplicación del PAIME respecto a la promoción y protección de todos los derechos humanos por parte de las personas de edad. 
Toda la información recogida tiene como objetivo ayudar a la Experta Independiente sobre el disfrute de todos los derechos humanos por las personas de edad para elaborar su informe detallado que será presentado al Consejo de Derechos Humanos en septiembre 2016.
El cuestionario debe ser contestado preferentemente en inglés, francés o español hasta el 31 de julio de 2015. Sírvase indicar si tiene alguna objeción para que las respuestas proporcionadas estén disponibles en el sitio web de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos de la Experta Independiente sobre el disfrute de todos los derechos humanos por las personas de edad.
Toda la información utilizada para dar respuesta a las preguntas tiene como fuente los Informes Anuales 2011 y 2012, disponibles en www.indh.cl , en la Biblioteca Digital.
Pregunta 1: 
¿Cuál es el papel de su organización? ¿Su organización participa en la aplicación del PAIME o de su monitoreo? 

El Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH) es una corporación autónoma de derecho público creada por la Ley N° 20.405 en el año 2009, destinada a promover y proteger los derechos humanos de todos las personas que habitan en Chile, establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentran vigentes, así como los emanados de los principios generales del derecho, reconocidos por la comunidad internacional.

La misión del Instituto es cautelar y promover la plena vigencia de los derechos humanos en Chile. En su calidad de institución de la república le corresponde observar, informar e intervenir en la defensa de los derechos humanos amenazados o vulnerados, como así mismo impulsar la construcción de una cultura que los reconozca y promueva en todos los ámbitos de la vida nacional. 

El INDH no participa en la aplicación o monitoreo del PAIME de manera formal, si bien como parte de su función de protección de derechos, da seguimiento a la situación de los derechos de las personas adultas mayores en el país.
Pregunta 2: 

¿Se ha integrado un enfoque basado en los derechos humanos en el marco de la aplicación del PAIME en su país? Si es el caso, ¿cómo eso se tradujo en políticas concretas y acciones normativas? ¿Existe algún mecanismo para monitorear y evaluar el impacto de la aplicación del PAIME en el disfrute de todos los derechos humanos por parte de las personas de edad? 

El INDH ha abordado la situación de derechos de las personas adultas mayores en sus Informes Anuales 2011 y 2012. Allí dio cuenta del diagnóstico que hasta el momento se tenía referido al nivel de avance, tanto normativo como a nivel de políticas públicas, en este ámbito.
Desde el punto de vista de las acciones normativas, la situación es la siguiente: 
Normativa nacional para la protección de las personas mayores

En Chile, si bien los derechos y garantías que la Constitución Política reconoce son aplicables a las personas mayores –en particular, la no discriminación, al trabajo, la seguridad social, la salud y la educación–, el texto no establece explícitamente un resguardo particular a la libertad y derechos humanos de las personas mayores. 

En la legislación, por su parte, existen leyes especiales aplicables a su situación, fundamentalmente en los ámbitos de la salud, el trabajo, de la previsión y seguridad social, y la violencia. Un avance del período a destacar es la eliminación el descuento del 7% de los aportes al sistema público y privado de salud para las personas adultas mayores en situación vulnerable.

En el ámbito laboral, la obligación de no discriminación y la igualdad de protección del empleo está contemplada en el artículo 2 del Código del Trabajo que hace mención expresa a las razones de edad, y resguardada en la Ley N° 20.087 que norma la Reforma Laboral donde se establece un procedimiento especial de tutela de las garantías constitucionales de los/as trabajadores/as. Por su parte, el derecho de las personas adultas mayores al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias en el trabajo se infiere en las normas sobre Protección de los Trabajadores del Código del Trabajo, especialmente en el artículo 187 que dispone: “No podrá exigirse ni admitirse el desempeño de un trabajador en faenas calificadas como superiores a sus fuerzas o que puedan comprometer su salud o seguridad”.

En materia de previsión y seguridad social, la reciente reforma estableció un sistema solidario que incluye pensiones de vejez e invalidez para las personas adultas mayores de 65 años de los estratos más pobres de la población. La reforma es significativa para las mujeres que, como indican las recomendaciones internacionales, deben ser acreedoras de pensiones no contributivas cuando no han podido acceder a ellas: les otorga pensión básica solidaria o un aporte previsional solidario como complemento a su contribución al sistema de pensiones, y una bonificación por cada hijo nacido vivo equivalente al 10% de 18 ingresos mínimos, monto al que se le aplicará una tasa de rentabilidad, hasta que la mujer cumpla los 65 años.

Otras disposiciones favorables a los derechos de esta población recientemente adoptadas son, por un lado, la protección de las personas mayores con discapacidad que se encuentran en mayor grado de vulnerabilidad en la legislación sobre Inclusión Social de las Personas con Discapacidad.

Por otro, la Ley Nº 20.427 modificó las normas sobre violencia intrafamiliar a los fines de incluir la figura del maltrato contra una persona mayor de 60 años; esta figura se entiende como todo maltrato que afecte su vida, su integridad física o psíquica cuando el ofensor sea o haya sido su cónyuge o conviviente, o bien un pariente por consanguinidad sin importar el grado de parentesco. Las personas adultas mayores víctimas de maltrato que lleguen a SENAMA derivadas de Tribunales son consideradas en el Programa de Vivienda Protegida de esta institución.

Adicionalmente, la Ley Nº 20.427 protege a las personas de edad avanzada frente a hurtos, defraudaciones o daños por parte de parientes cercanos. En efecto, la reforma introducida impide la aplicación de la excusa legal absolutoria contenida en el artículo 489 del Código Penal que traslada a la justicia civil la sanción de estos actos cuando son cometidos por el/la cónyuge o parientes cercanos. Este importante avance debe ser complementado con otros a fin de proteger de mejor manera a los y las adultos/as mayores frente a abusos patrimoniales por parte de sus parientes.

Existen otras normas que actualmente afectan el ejercicio de los derechos y la capacidad jurídica de las personas mayores. Particularmente preocupante resulta que las personas con discapacidad mental, entre las que se pueden encontrar adultos/as mayores, puedan verse expuestas a ser declaradas en interdicción sin que los procedimientos cumplan con los requisitos mínimos exigidos por las normas internacionales, con las consiguientes consecuencias para el ejercicio de sus derechos. La Ley N° 18.600 permite al padre o madre, o a ambos, y en ausencia de éstos a los parientes o cuidadores, ser curadores definitivos de los bienes de una persona con discapacidad mental mediante decisión judicial, dictada previa audiencia de la persona afectada. No obstante, la misma ley autoriza a las personas naturales o jurídicas que tengan a su cargo una persona con discapacidad mental, a ser curadores provisorios de sus bienes, siempre que se encuentren bajo su cuidado permanente; esta circunstancia sólo consta en el Registro Nacional de la Discapacidad (art. 18 b).

Estas normas se dictaron con el propósito de hacer más expedito el trámite de interdicción, frente a la demora y altos costos que representa el procedimiento ordinario. Sin embargo, las disposiciones infringen las recomendaciones internacionales que señalan que la interdicción de una persona debe efectuarse mediante decisión judicial, dictada en un proceso que respete la bilateralidad de la audiencia y respecto de la cual se pueda recurrir ante un tribunal superior. 

Por otra parte, las personas adultas mayores tampoco tienen mayor protección o posibilidad para decidir acerca de su internación en residencias de larga estadía y respecto de determinados tratamientos médicos. Esta internación debiera respetar en todo momento la autonomía y dignidad de esta población.

Así, el maltrato de carácter institucional aún no cuenta con resguardos jurídicos para su prevención y castigo, por cuanto, a la existencia de hogares que operan informalmente, se suma la ausencia casi total de facultades de fiscalización por parte de organismos especializados. En este sentido, cabe recordar que el Estado de Chile se comprometió al ratificar el Protocolo adicional a la Convención contra la Tortura y otras Penas, Tratos Crueles, Inhumanos y Degradantes a crear un mecanismo nacional para prevenir la tortura, que incluye la supervisión y evaluación de establecimientos públicos o privados en los que personas adultos/as mayores se encuentran bajo custodia. Han pasado varios años y este mecanismo no ha sido creado aún.

Los problemas señalados muestran la necesidad de fortalecer el marco legal existente sobre libertades y derechos de las personas mayores, que armonice la legislación dispersa en esta materia e integre las políticas económicas, sociales, sanitarias, culturales, y de toda índole que se desarrollan en beneficio de las personas de edad, con arreglo a las normas y principios reconocidos de independencia, participación, cuidados, autorrealización, plenitud y dignidad mencionados en páginas anteriores.

En cuanto a las políticas concretas, el INDH ha planteado lo siguiente:

En junio de 2012 fue presentada la Política Integral de Envejecimiento Positivo para Chile, la cual organiza los esfuerzos desarrollados por el Estado para promover el reconocimiento de la vejez y la integración social de las personas adultas mayores (Servicio Nacional del Adulto Mayor, 2012).

En términos generales, esta política posee varios aspectos positivos. En primer lugar, el hecho de que haya sido elaborada por un Comité Técnico Interministerial muestra la voluntad de buscar respuestas integrales y dinámicas a los problemas que afectan a este segmento de la población, así como el establecimiento de una red intersectorial que pueda abordar dichos desafíos. En segundo lugar, hace un reconocimiento de las personas adultas mayores como sujetos de derechos, lo cual obliga al Estado a actuar de garante. Y, en tercer lugar, recoge principios relevantes como los de bienestar subjetivo y envejecimiento saludable, presentes en la Declaración Política de Madrid y su Plan de Acción Internacional sobre el Envejecimiento, la Declaración de Brasilia y la Carta de San José.

En un horizonte de trece años, pues llega hasta 2025, la política se propone metas de corto, mediano y largo plazo en pos de alcanzar los siguientes propósitos: i) proteger la salud funcional de las personas mayores, ii) mejorar su integración y participación en distintos ámbitos de la sociedad, e iii) incrementar, de forma transversal, el bienestar subjetivo de las personas mayores (Servicio Nacional del Adulto Mayor, 2012).

En la perspectiva de abordar la dependencia, entre las medidas propuestas en la Política destacan la ampliación de la cobertura del Examen Médico Preventivo (EMPAM), de carácter gratuito, cuya función es detectar la pérdida de funcionalidad y los factores de riesgo asociados para desplegar un programa de salud con los apoyos necesarios; el incremento de los Centros Diurnos, de modo de fomentar la autonomía e independencia en la vida cotidiana a través de una intervención socioterapéutica; la creación de un programa de Cuidados Domiciliarios, entregados por personas capacitadas en la atención de personas adultas mayores; y la entrega de una subvención para la atención a 6.000 personas mayores en Establecimientos de Larga Estadía (ELEAM).

A esto se suman las iniciativas que buscan abordar la violencia y abuso como la creación de protocolos de denuncia y derivación para los establecimientos de salud y otros servicios que reciban personas adultas mayores maltratadas, así como la apertura de una línea de atención especializada en la Corporación de Asistencia Judicial (Servicio Nacional del Adulto Mayor, 2012).

Por su parte, en la línea de afrontar la desigualdad social, así como los efectos que esta tiene sobre la calidad de vida de las personas mayores y el ejercicio de sus derechos, destacan la reducción focalizada en la cotización de salud para alrededor de un millón de pensionados/as, la ampliación de la cobertura del Programa de Condominios de Viviendas

Tuteladas en 400 cupos y un subsidio a la vivienda para familias de cuatro integrantes que incluyan una persona mayor (Servicio Nacional del Adulto Mayor, 2012).

Además, el gobierno ha anunciado la entrega de tres subvenciones para el 2013: una de $ 84.000 per cápita para personas que residen en ELEAM y otras dos de $ 54.000 per cápita para quienes asisten a Centros Diurnos o reciban cuidados domiciliarios. Sin embargo, aún no se tiene claridad del presupuesto global que el Estado destinará para este fin en 2013 ni tampoco la forma en que serán focalizados (Ministerio de Desarrollo Social, 2012b). 

El hecho de que solo se hayan materializado los anuncios relativos a aportes monetarios hace necesario relevar que si bien las subvenciones son necesarias, las acciones del Estado no debieran ir solamente en esta línea. En este sentido, respetar y garantizar los derechos de las personas adultas mayores requiere también de la concreción de programas e iniciativas intersectoriales como las propuestas en la Política Integral de Envejecimiento Positivo, que atiendan sus necesidades particulares y promuevan la igualdad de derechos y la no discriminación.

Cuidados

Un ámbito de especial preocupación en materia de políticas públicas dice relación con la dependencia y el cuidado. Según el Estudio Nacional de la Dependencia en las Personas Mayores realizado por SENAMA, una de cada cuatro requiere de asistencia significativa para desarrollar sus actividades diarias debido a la pérdida de autonomía personal por limitaciones de causa física o mental, y dos de cada tres personas con dependencia son mujeres. En Chile se observa la preeminencia de dos tipos de cuidados: en primer lugar los que dan las familias y la comunidad, y en segundo lugar, los que se brindan en los Establecimientos de Larga Estadía sin fines de lucro (ELEAM).

En las familias, las necesidades de cuidados son mayoritariamente atendidas por las mujeres, en jornadas que se extienden por más de 12 horas diarias; 2 de cada 3 no han tomado vacaciones por más de 5 años, no comparten el cuidado y se sienten solas, sobrepasadas, sobrecargadas. El estrés de la persona cuidadora es el primer riesgo de maltrato y muchas veces de institucionalización forzada o mediante engaño.

Respecto de los segundos, los diagnósticos muestran que es insuficiente el número de instituciones de apoyo para la prevención y atención de la dependencia, particularmente aquellas que brindan cuidados de largo plazo: “En la actualidad, aún no sabemos con precisión cuántas personas mayores se encuentran institucionalizadas. Los catastros y estudios disponibles en 2004 indicaban alrededor de 27.000 personas mayores posiblemente institucionalizadas en aproximadamente 1.668 residencias colectivas, de las cuales en esa época sólo 324 estaban reconocidas por la autoridad competente”. La atención y cuidado de las personas mayores en situación de dependencia en establecimientos informales, precarios y riesgosos o sólo a cargo de la familia, especialmente las mujeres, no es sostenible a mediano y largo plazo.

Aun cuando es valorable el aporte del Estado a las iniciativas privadas que atiendan personas en situación de vulnerabilidad, en este caso adultas y adultos mayores, ello no reemplaza la obligación estatal directa de garantizar los derechos de esta población a través de medidas de promoción de la autonomía personal y atención a la dependencia que contemple distintos dispositivos, entre ellos, la ampliación del número de los centros de día y hogares de larga estadía.

Maltrato y violencia

El maltrato y la violencia hacia las personas adultas mayores son poco visibles en Chile. Según SENAMA, el 30% de esta población ha sufrido algún tipo de maltrato –el psicológico es el más frecuente– y el 60% de las víctimas no denuncia. Entre enero y septiembre de 2011 se registró un incremento de las mismas, con 601 casos de maltrato registrados frente a 414 casos denunciados en 2010, lo que se explicaría por la reciente reforma legal y las acciones de difusión desplegadas desde el año 2006 por SENAMA.

Estas cifras no terminan de reflejar un fenómeno de mayor extensión, debido a las dificultades de su pesquisa, el precario conocimiento para detectarlo con que cuentan los profesionales en contacto con esta población y el escaso poder que tienen las víctimas para defender sus derechos y nombrar el maltrato como tal. El maltrato vulnera la dignidad de las personas adultas mayores y el ejercicio de sus derechos, y puede revestir el carácter de físico, psicológico, sexual, patrimonial, así como situaciones de negligencia y abandono. 

Una de las expresiones menos reconocidas se refiere al maltrato estructural, que se expresa en la “falta de políticas y recursos sociales y de salud, mal ejercicio e incumplimiento de leyes existentes, y presencia de normas sociales, comunitarias y culturales que desvalorizan la imagen de la persona mayor, que resultan en perjuicio de su persona y no permiten la satisfacción de sus necesidades y el desarrollo de sus potencialidades. Se expresan socialmente como discriminación, marginalidad y exclusión social”. La manifestación más aguda de este tipo de maltrato se representa en las personas en situación de calle, de las cuales el 26,6% son personas mayores; las principales razones para encontrarse en esta condición son: 1 de cada 4 por razones económicas; 1 de cada 3 por problemas de salud física y/o mental; y 1 de cada 2 por razones familiares.

Como se mencionó al analizar los cambios en la legislación sobre violencia intrafamiliar para incorporar a las personas adultas mayores, se han hecho esfuerzos por luchar contra el maltrato y la violencia contra este grupo en los últimos años. Sin embargo, junto con las medidas legales adoptadas, la erradicación del problema se debe inscribir en un marco general de lucha contra la discriminación de las personas mayores sensibilizando a la población en general acerca de sus derechos, capacitando a los agentes del Estado especialmente a los sistemas sanitarios, policiales y judiciales en la atención y protección de las víctimas a fi n de evitar la victimización institucional y, finalmente, entregar los necesarios soportes en recursos humanos e infraestructura a fin de que se puedan hacer efectivas las medidas de protección que autoriza la ley.
Finalmente, respecto a si el Estado de Chile tiene un mecanismo específico para dar seguimiento al PAIME, más allá del que tiene lugar en las Conferencias, el INDH no cuenta con información sobre el punto.

Pregunta 3: 

¿Han tomado en consideración las distintas necesidades de los diferentes grupos de personas de edad en el proceso de aplicación del PAIME? Si es el caso, ¿cómo fueron incorporadas sus necesidades en la aplicación del PAIME? 
Ver respuesta anterior.
Pregunta 4: 

¿Han sido las personas de edad informadas sobre el PAIME? Si es el caso, ¿cómo? ¿Cómo las personas de edad han participado en la aplicación del PAIME, incluso en la toma de decisión acerca de su aplicación?  
No se cuenta con información al respecto. 

Pregunta 5: 

¿Qué impacto ha tenido la aplicación del PAIME en la igualdad y la no discriminación de personas de edad? 

El INDH no cuenta con información sobre los impactos del PAIME en la práctica aún.
Pregunta 6: 

¿Qué impacto ha tenido la aplicación del PAIME en el cumplimiento del derecho de las personas de edad a un nivel de vida adecuado? 

La información recogida por el INDH hasta el 2012 llama la atención sobre la situación de las personas que viven en Establecimientos de Larga Estadía (ELEAM).
Dentro de la población adulta mayor, la situación de las personas institucionalizadas y/o que presentan algún grado de dependencia constituye para el INDH una especial preocupación. Su reducida autonomía supone una limitación adicional en el ejercicio de sus derechos y propicia situaciones que pueden constituirse en vulneraciones de estos. El deterioro físico y cognitivo que en muchas ocasiones acompaña el proceso de envejecimiento se traduce en situaciones de discapacidad y dependencia, llevando a las personas adultas mayores a requerir “del apoyo de otras personas –sobre todo del entorno social inmediato– para realizar las actividades cotidianas” (Servicio Nacional del Adulto Mayor, 2009, pág. 13). Además, en la medida en que la dependencia avanza requiere de la provisión de cuidados de largo plazo, los que en Chile ocurren principalmente en dos ámbitos: en la familia, a cargo mayoritariamente de las mujeres, y en los Establecimientos de Larga Estadía (ELEAM). De acuerdo al último catastro nacional existen 664 establecimientos que brindan cuidados de largo plazo en forma autorizada, tanto públicos como privados (Servicio Nacional del Adulto Mayor, 2008); y una cantidad indeterminada de centros que funcionan ilegalmente, que se estima sería cerca de la misma cantidad que los legalizados.

En cuanto a los mecanismos de fiscalización de los ELEAM, estos recaen en las SEREMI de Salud. De acuerdo a lo informado por 10 de estos Servicios, las inspecciones programadas se realizan entre una y dos veces por año con el objeto de verificar las condiciones sanitarias establecidas en los decretos que regulan el funcionamiento de estas residencias, a las que se suman las visitas derivadas de solicitudes y denuncias de particulares.

Según la información recabada, entre enero 2011 y septiembre 2012, las SEREMI de Salud han recibido un total de 123 denuncias sobre vulneración de derechos de las personas adultas mayores que viven en ELEAM, tanto por condiciones sanitarias, personal insuficiente como por malos tratos. El mecanismo de actuación ante estas denuncias se inicia con la recopilación de antecedentes y, en caso de ameritarlo, se cursan sumarios sanitarios, amonestaciones o se decreta el cese del funcionamiento del establecimiento.

Al respecto, la cancelación del permiso sanitario por vulneración de derechos de las personas mayores ha ocurrido en un caso este año 2012, en la región de La Araucanía. Por su parte, SENAMA informó que al 31 de agosto de 2012 ha recibido 104 reclamos sobre Establecimientos de Larga Estadía, aun cuando esto no constituye una prerrogativa del Servicio. De ellos, 46 recibieron orientación para hacer la denuncia ante la SEREMI de Salud correspondiente y en 58 casos, además, se solicitó la realización de una fiscalización a estos organismos. Asimismo, SENAMA indicó que desde abril de 2012 su Sistema de Información y Atención Ciudadana (SIAC) considera la categoría “maltrato estructural” con la finalidad de pesquisar las negligencias cometidas por cuidadores/as o ELEAM a cargo de las personas adultas mayores y activar las redes de apoyo para enfrentar tales situaciones.

Las personas adultas mayores constituyen un grupo vulnerado en materia de derechos humanos, sobre todo en materia de discriminación y violencia, situación que se agudizaría en el segmento que presenta un mayor nivel de dependencia y vive en contextos institucionalizados (Instituto Nacional de Derechos Humanos, 2011).

En el marco de esta preocupación, el INDH elaboró en 2012 una Pauta de Observación de ELEAM, primera en su tipo en el país, cuyo objetivo era contribuir a detectar situaciones de tortura y tratos crueles, inhumanos y degradantes que tengan lugar en residencias de larga estadía, de acuerdo a estándares internacionales. Es necesario aclarar que esta pauta no tiene relación con el control y los instrumentos utilizados por las SEREMI de Salud, pues éstas desarrollan una fiscalización propiamente tal, que busca corroborar el buen funcionamiento de los centros desde una perspectiva sanitaria.

La pauta elaborada por el INDH, en su versión piloto, fue puesta a prueba en 14 centros con y sin fines de lucro, de las regiones de Coquimbo, Valparaíso, O’Higgins, Maule, Biobío, Los Ríos y Metropolitana, cuya población estaba compuesta en su mayoría por personas adultas mayores dependientes.

La pauta piloto estaba compuesta por tres secciones, cada una de ellas dedicada a un derecho específico: derecho a un trato humano y digno, derecho a la alimentación y derecho a la salud. En total contenía 75 indicadores, algunos de observación directa y otros para ser consultados a la Dirección Técnica del establecimiento. 

Si bien el objetivo de la prueba fue evaluar la validez del instrumento y, por lo tanto, los resultados de las observaciones realizadas no pueden ser generalizados, se constatan algunas situaciones necesarias de relevar. En primer lugar, aun cuando todos los ELEAM visitados eran oficiales y contaban con el permiso de la autoridad competente para funcionar (SEREMI de Salud), en algunos casos hubo resistencias y dilaciones para concretar la fecha del terreno. En segundo lugar, si bien la cantidad de cuidadores/as cumplía con lo estipulado en la normativa sanitaria, no era suficiente para atender la diversidad de cuidados y la complejidad de algunas patologías. Tercero, se observaron bajos niveles de individuación de los/as residentes (Ej.: inexistencia de procedimientos claros para que las personas puedan contar con objetos propios, como ropa y otros muebles, en sus lugares de residencia). En cuarto lugar, se observaron personas amarradas en siete ELEAM, hechos que en dos casos fueron justificados aludiendo a la necesidad de modificaciones posturales y otras razones médicas.

Estas situaciones resultan contradictorias con los principios consignados en la Política Integral de Envejecimiento Positivo y ponen de relieve la necesidad de pensar estándares óptimos de atención que tengan a la base el enfoque de derechos y prevengan situaciones de abuso físico y patrimonial hacia las personas adultas mayores residentes en ELEAM certificados, así como la generación de mecanismos de supervisión y acompañamiento técnico que propicien progresivamente la consecución de dichos umbrales. Además, esto supone un importante desafío en relación con la situación de la población adulta mayor que habita en establecimientos ilegales, de la cual no se tiene información oficial pero que en la medida en que se encuentra en establecimientos que carecen de control alguno, está especialmente expuesta a vulneraciones a sus derechos.

En esta línea, resulta destacable la confección de un modelo de calidad para los ELEAM que se encuentra realizando SENAMA, trabajo que debe respetar los estándares internacionales en materia de prevención de la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. 
Pregunta 7: 

Sírvase proporcionar ejemplos de las mejores prácticas desde una perspectiva de los derechos humanos en su país en lo que se refiere a la aplicación, seguimiento, revisión y evaluación del PAIME. 

No se cuenta con información al respecto. 

Pregunta 8: 

Sírvase proporcionar información sobre los principales desafíos (como los obstáculos institucionales, estructurales y coyunturales) que enfrenta su país en los distintos niveles de gobierno (comunal, provincial y nacional, etc) para respetar, proteger y promover los derechos humanos de las personas de edad en la aplicación del PAIME. 

Los principales desafíos para el Estado dicen relación con lo mencionado en las respuestas anteriores: situación en los ELEAM, pobreza y desigualdad, maltrato y violencia, ausencia de políticas de cuidado adecuadas y suficientes. 
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